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INTRODUCCIÓN

El objeto de la ponencia esta limitado al examen del sistema de compensación y evaluación de daños derivados del accidente de trabajo, y por lo tanto hay aspectos vinculados al tema de los accidentes de trabajo,  como la responsabilidad de los sujetos obligados al pago y otros muchos, en los que no podré entrar por razones de tiempo y coherencia con el objeto de la ponencia que se me ha encomendado, así como otros aspectos sobre los que habré de referirme muy sucintamente. 

La ponencia se divide en 5 bloques o apartados:

1.- Introducción sobre el accidente de trabajo y la indemnización por responsabilidad civil del empresario como mecanismo reparador  del mismo.                                                                   

2.-  La dualidad de jurisdicciones competentes y distintos criterios que aplican. 

3.- El daño y su valoración.

4. La cuantificación de la indemnización y las deducciones en especial las prestaciones de la Seguridad Social.

5.- A modo de conclusiones.

1.- INTRODUCCION SOBRE EL ACCIDENTE DE TRABAJO Y LA INDEMNIZACION POR RESPONSABILIDAD CIVIL DEL EMPRESARIO COMO REPARADOR DEL MISMO.

El sistema de reparación de los daños derivados del accidente de trabajo esta formado por tres mecanismos que son compatibles entre sí,  según ya determinaba el Texto articulado de la Seguridad Social de 1966  y tal como se contempla en la vigente Ley General de la Seguridad Social aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/94 de 20 de junio, en concreto en sus articulos 123.3 i 127.3, y en el articulo 42.3 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales  31/95 de 8 de noviembre.

Estas vias de reparación  de los daños causados son :

1) Las prestaciones de la Seguridad Social. 

2) El recargo sobre las prestaciones de la Seguridad Social. 

3) La Responsabilidad civil .

Los tres mecanismos de reparación son compatibles entre sí y con las sanciones administrativas y/o penales que se deriven en su caso,  de la infracción de normas de prevención de riesgos  laborales y del Código Penal. 

El objeto de la ponencia queda circunscrito al mecanismo reparador consistente en la responsabilidad civil del empresario. La indemnización es la manifestación de esa  responsabilidad civil, ya que la función principal del sistema de responsabilidad no es tanto la de castigar un ilícito civil (o laboral) como la  de compensar el daño o dar una satisfacción por él, aun cuando en los accidentes de trabajo se tienda a referirse a  “derecho de daños” , para poner el acento en el daño y su cualificación como presupuesto de reparación de la víctima. En relación con el mecanismo de compensación de la responsabilidad civil,  haré referencia a las otras dos vias de reparación que he mencionado, es decir a las prestaciones de la Seguridad Social y al recargo  de prestaciones por infracción de medidas de prevención. 

En  un accidente de trabajo se pueden dar diversos supuestos:
+ Que el accidente sea debido única y exclusivamente a imprudencia temeraria del trabajador, en cuyo caso tendrà derecho a las prestaciones reparadoras i/o compensadoras de la Seguridad Social . Tambien en el caso que el accidente sea debido de forma exclusiva a  fuerza mayor o caso fortuito.

+ Que el accidente sea consecuencia de la actuación de un tercero que no es el empresario, en cuyo caso además de las prestaciones de la Seguridad Social el trabajador afectado podrá reclamar de ese tercero la responsabilidad civil o penal que corresponda en su caso, con total independencia del contrato de trabajo. (como sucede con frecuencia en el accidente de trabajo in itinere)

+ Que en el accidente intervenga culpa del empresario ya sea de forma exclusiva, ya sea de forma concurrente con terceros o con el propio trabajador,  en cuyo caso éste  además de las prestaciones de la Seguridad Social y  el recargo de prestaciones, podrá reclamar del empresario la reparación del daño mediante la exigencia de la responsabilidad civil por el perjuicio sufrido. En caso de existir culpa concurrente del trabajador o de terceros en la producción del accidente, la responsabilidad podrá ser objeto de moderación, de acuerdo con lo establecido por el articulo 1.103 del Código Civil sobre  moderación de la responsabilidad por negligencia.

Es obligado hacer una breve referencia a la dualidad de jurisdicciones que se declaran competentes para conocer de las reclamaciones de los trabajadores por  daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo,  dado que como es sabido aplican distintos criterios.

2.- DUALIDAD DE JURISDICCIONES COMPETENTES Y CRITERIOS APLICATIVOS 

Es conocido que las reclamaciones de indemnización por daños y perjuicios se  han venido sustanciando ante los tribunales del orden civil y del orden social. La Sala de Conflictos del Tribunal Supremo ha tenido ocasión de pronunciarse y lo ha hecho  a favor de la competencia del orden social,  pero lo cierto es que se  han seguido presentando demandas ante los Tribunales civiles que por regla general,  no declinan su competencia  a favor del orden social.

JURISDICCION  CIVIL 

De acuerdo con la doctrina, con algunas excepciones,  de la sala Civil del Tribunal Supremo que se resume en la STS de 21.03.97 (RJ Ar. 218..), se argumenta el conocimiento de aquella Jurisdicción por el carácter residual y extensivo de la misma, amparándose en el art. 9.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial . La Sala Civil  se declara competente para conocer de las demandas en que se ejerciten acciones de responsabilidad extra-contractual aunque el hecho dañoso se haya producido durante el tiempo de la prestación laboral,  siempre que los hechos no se produzcan dentro de la rigurosa órbita de lo pactado como desarrollo del contenido negocial del contrato de trabajo. (STS de 21.03.97 RJ 218…; de 9 de mayo y 18 de julio de 1995 RJ 3629 y 5713,; de 13.07.99 RJ 5046, 4 de marzo de 2002 RJ 5242 y  la  mas reciente de 18.04.06 ( RJ 2006\2200).

La Sala Civil también se considera  competente aún en el caso de que el mismo hecho pueda configurar tanto un supuesto normativo de culpa contractual, cuanto uno de culpa extra-contractual,  lo que determina un concurso de normas coincidentes en una misma pretensión,  de manera que con base en el concepto de “unidad de culpa”, el Tribunal puede fundar su decisión en normas de responsabilidad distinta de las invocadas por las partes. 

Finalmente, otro criterio esgrimido por la Sala Civil se limita a afirmar que en general el juzgador habrá de atenerse a la clase de acción ejercitada, respetando la relación jurídica procesal establecida por las partes. Así pues si la parte actora plantea su demanda con base en los artículos 1902 y 1903 del Codigo Civil es decir por culpa extra-contractual, imputando a la o las empresas un incumplimiento de deberes generales no vinculados estrictamente al desarrollo de la relación laboral,  se afirma sin más requisitos,  la competencia de la jurisdicción civil. 

Un ejemplo de esta doctrina es la reciente sentencia de 18.04.06 ( RJ 2006\2200) de la Sección 1 de la Sala Civil del Tribunal Supremo, en un accidente laboral en las minas de HUNOSA, en la que argumenta la responsabilidad de la empresa por culpa extra-contractual porque se deriva de un incumplimiento de deberes generales no vinculados estrictamente al desarrollo de la relación laboral, porque se trataba de la realización de una galería subterránea y no de “la normal actividad extractiva” propia de la explotación minera y porque al menos 3 de las 5 víctimas del accidente no eran empleados de la demandada Hunosa sino de otra compañía de excavaciones y perforaciones. No obstante, los trabajadores fallecidos sobre los que se planteaba la demanda,  pertenecian a la plantilla de Hunosa y en la sentencia se fija como hecho probado que la omisión negligente de medidas de seguridad se produce por parte de Hunosa en exclusiva,  sin participación en el evento dañoso de la otra compañía dedicada a la  excavación de galerías.
Queda claro que aplicando estos criterios de atribución de competencias,  podrían entrar en el ámbito de competencia de  la jurisdicción civil prácticamente  todos los supuestos de exigencia de responsabilidad civil por daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo, ya que sería suficiente con la  invocación de los articulos 1902 i 1903 del Codigo Civil por el perjudicado reclamante.

Aunque como ya se ha dicho la problemática competencial no es tema de la presente ponencia, conviene  hacer referencia a  los distintos criterios aplicados por los tribunales en materia de responsabilidad y su traducción en la quantificación de la  indemnización,  ya que divergen de manera significativa según sean del orden civil o laboral. 

CRITERIOS APLICATIVOS DEL ORDEN CIVIL

En el sistema de resarcimiento de daños con base en la culpa extra-contractual o aquiliana del articulo 1902 del Codigo Civil, se  aplica por los tribunales civiles una responsabilidad cuasi-objetiva que comporta en muchas ocasiones una inversión de la carga de la prueba, de manera que corresponde al empresario acreditar que ha adoptado la diligencia media exigible, que va más allá de las obligaciones específicas previstas en la normativa laboral en materia de prevención, seguridad y salud. Se aplica por los tribunales civiles la Teoria del Riesgo , y “todo aquel que emplee una actividad o explotacion que genere riesgo debe responder de los daños que ella ocasione”.  

(STS Sala Civil de 6.11.01, Ar. 237 y de 11.07.02 Ar. 8247)

En cuanto a la valoración del daño, la Jurisdicción Civil ha sostenido la perfecta compatibilidad entre las distintas responsabilidades,  de manera que el monto total de la indemnización por culpa,  es independiente de las prestaciones de la Seguridad Social que haya de percibir el perjudicado, que no habrán de tenerse en cuenta al fijar la indemnización,  ni ser deducidas de la misma. Este criterio se basa en que de un mismo accidente pueden encontrarse fundamentos diversos de indemnización que pueden dar lugar a prestaciones independientes entre sí,  y así mismo se argumenta que las prestaciones de la Seguridad Social constituyen un cobertura mínima de los daños asegurados y no agotan las responsabilidades . 

Esta doctrina de la perfecta compatibilidad se ha mantenido en el tiempo con matizaciones y fluctuaciones, y hay que resaltar que en algunas sentencies mas recientes se establece la compatibilidad pero no la independencia entre las acciones derivadas de la relación laboral y las que emanan de las normas comunes de responsabilidad civil , de tal  forma que se genera el derecho a un resarcimiento integral del daño estableciéndose la limitación en que no genere un enriquecimiento injusto. Así pues existen pronunciamientos de los tribunales civiles que consideran correcto computar lo percibido por el trabajador en concepto de prestaciones de la Seguridad Social (STS de 21.07.00 Ar. 5500 y de 8.10.01 Ar. 7551) . 

En este sentido la reciente Sentencia de 18.11.05 (RJ 2005\7640),  remitiéndose a doctrina anterior STS de 18.11.98 (RJ 1998,9692, ) remarca la necesidad de valorar la culpa y la relación de causa efecto,  que no siempre será aplicable la teoria de la creación de riesgos o de la inversión de la carga de la prueba  y acepta computar lo ya percibido por el perjudicado por el concepto de prestaciones de la Seguridad Social (STS de 8.10.01 RJ 2001,8551) . 

Hasta aquí un repaso de los criterios de la jurisdicción civil en relación con la prueba y la compatibilidad de responsabilidades.

JURISDICCION  SOCIAL 

Por su parte la competencia del orden social para conocer en exclusiva de las reclamaciones de responsabilidad civil del empresario por daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo, goza de una sólida fundamentación en diversas sentencias de la Sala Social del Tribunal Supremo,  así como de la Sala de Conflictos y por supuesto de la Sala Social de los Tribunales Superiores de Justícia.

Al respecto la STS de 10.12.98 RJ 10501 (Sala General) es una buena muestra de la  doctrina de la Sala Social en la línea de anteriores sentencias que cita, las STS de 23.06.98 AS 5787, 20.03.98 , 24.05.94, EDJ 1994/4730, de 30.09.97 EDJ 1997/7025, de 2.02.98 EDJ 1998/2399. 

Quisiera citar una de las primeras, mejor dicho la primera sentencia que yo conozca en que se aborda por un Tribunal Superior de Justicia esta cuestión, que contiene unos criterios que considero plenamente aplicables en la actualidad.

Se trata de la Sentencia del TSJ de Catalunya de 22.12.92  de la que es ponente Jordi Agustí, en un supuesto de reclamación de daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo, en la que se defiende la competencia del orden social argumentando la yuxtaposición de responsabilidades, las contractuales o derivadas de obligaciones preexistentes entre las partes como consecuencia directa del contrato de trabajo, con las obligaciones extra-contractuales que subyacen en toda relación laboral completando la responsabilidad contractual de manera que se integran todos los elementos para un pleno y total resarcimiento del daño causado, sin otro límite que el derivado de la prohibición del enriquecimiento injusto del trabajador. Este concepto de yuxtaposición de ambas clases de responsabilidad, aquiliana y contractual,  es utilizado por la Sala de Conflictos del TS en el Auto de 4.04.94 Ar. 3196. 

La citada jurisprudencia del Tribunal Supremo, ha establecido como criterio general que la competencia del orden social se basa en que la obligación de seguridad del empresario es una de las obligaciones típicas del contrato de trabajo,  que incluye además de las cláusulas expresamente pactadas entre las partes, las establecidas en las normas colectivas, las que se derivan de las leyes laborales y reglamentos de seguridad dictados en aplicación de Directivas comunitarias y de la costumbre, según se desprende del articulo 14 de la LPRL en relación con los articulos 4.2 d) y 19.1 del Estatuto de los Trabajadores, así como del deber de protección del articulo 40.2 de la CE. Por ello las reclamaciones de indemnización por incumplimiento de las obligaciones de seguridad del empresario, se fundan siempre en una responsabilidad de tipo contractual, la responsabilidad derivada de las obligaciones dimanantes del contrato de trabajo.
No obstante, aunque se apreciara la concurrencia de responsabilidades de distinta naturaleza contractual y extra-contractual, no cabria fragmentar el fundamento de la responsabilidad para que dos partes de una indemnización que ha de ser única,  se rijan por las reglas sobre imputación de la culpa, carga de la prueba etc.. propias de la responsabilidad contractual de una parte y de la responsabilidad extra-contractual por otra.
Así pues en conclusión,  cuando se produce un accidente de trabajo, ha de resarcirse el daño TOTAL producido mediante el pago de  una INDEMNIZACION UNICA y la determinación de una SOLA RESPONSABILIDAD empresarial, sin perjuicio de las distintas reclamaciones que se puedan plantear y de que concurran incumplimientos contractuales del empresario por infracción de concretos  preceptos de prevención de riesgos laborales (infracción de norma legal o de reglamento) junto a  otros incumplimientos derivados del deber de seguridad más genérico,  o daños producidos por actos u omisiones negligentes del empresario. 

La dualidad de jurisdicciones para el conocimiento de las reclamaciones de responsabilidad civil derivadas de accidente de trabajo,  genera una inseguridad jurídica para la víctima por la posibilidad de un “peregrinaje de jurisdicciones” ,  por los distintos criterios aplicados por los tribunales sobre todo en relación a la carga de la prueba y en la concepción distinta de la compatibilidad de responsabilidades y por tanto en el quantum indemnizatorio, que variará entre otros motivos dependiendo de que se descuenten los importes de las prestaciones de la Seguridad Social.

En mi opinión seria muy deseable que se determinara de forma expresa por ley la atribución en exclusiva de la competencia al Orden Jurisdiccional Social para el conocimiento de las reclamaciones de responsabilidad civil derivada de accidente de trabajo.
CRITERIOS APLICATIVOS DEL ORDEN SOCIAL 

A diferencia de la jurisdicción civil, los tribunales del orden social no aplican los criterios  de responsabilidad cuasi-objetiva o  por riesgo, con el argumento de que el sistema de seguridad social ya otorga una protección objectivada del daño, que se concreta en las prestaciones de asistencia sanitaria y pensiones y subsidios económicos. El resto del daño producido y no resarcido se deriva del deber de seguridad que tiene su origen en el contrato de trabajo y que de infringirse, genera una responsabilidad por culpa del empresario que habrá  de ser probada por el trabajador. Así pues la obligación de indemnizar por los daños causados requiere: 1) un accidente de trabajo 2) sufrido mientras se prestan servicios propios del contrato de trabajo, 3) cuando exista participación decisiva del empresario en la producción del accidente y 4) que ésta sea  constitutiva de infracción culposa o dolosa de su deber de seguridad. (STS de 30.09.97 EJJ 1997/7025, STSJ Catalunya de 29.01.01 JUR 2001\1694)
Sobre la compatibilidad de responsabilidades, la jurisprudencia de la Sala Social del Tribunal Supremo parte de la teoria de la compatibilidad de responsabilidades imperfecta o relativa.  Se interpreta el contenido del articulo 127.3 de la LGSS en el sentido que no conlleva la independencia de responsabilidades sino únicamente su compatibilidad; se establece que la indemnización es única y ha de ser adecuada proporcional y suficiente para reparar o compensar de forma plena los daños y perjuicios causados pero no debe exceder del daño o perjuicio causado  puesto que se produciria un enriquecimiento injusto del trabajador. 

Como consecuencia de ello, establece que se debe tener en cuenta lo percibido en concepto de prestaciones de la Seguridad Social y de mejoras complementarias, aunque no así la cantidad a percibir por recargo de prestaciones por infracción de medidas de seguridad, dado que la propia Ley General de Seguridad Social (LGSS) en su articulo 123 establece en este caso la compatibilidad expresa .

STS  de 2.02.98 EDJ 1998/2399;  17.02.99 (RJ 1999, 2598, RUD 2085/1998); de 2.10.00 (RJ 2000, 9673)

Se insiste en la idea de que los perjudicados no deben percibir indemnizaciones por encima del límite racional de una compensación plena, que hay que evitar el enriquecimiento injusto del trabajador, tanto por el Tribunal Supremo como por los Tribunales Superiores de Justicia, tal como es de ver en la  Sentencia del TS de 1.06.05 en unificación de doctrina 1613/2004, RJ 2005\9662.  

En la citada sentencia se trata del accidente de un camión cisterna , en el que pierde la vida el conductor , al reventar un neumático de la rueda anterior derecha y perder el control del vehículo saliéndose de la calzada, rompiendo la barandilla del puente y precipitándose al río.
Se establece como probado que el neumático  presentaba fatiga y cortes consecuencia del sometimiento a muy fuertes esfuerzos por sobrecargas o baja presion lo que provocó su reventón, otro neumático presentaba cortes debidos a envejecimiento y un tercer neumático habia sido recauchutado, presentado cortes radicales consecuencia de su vejez.

 La sentencia estima en parte el recurso presentado por la empresa que habia sido condenada Fomento de Obras y Construcciones,  y  descuenta de la indemnización fijada en la instancia por los daños y perjuicios derivados del accidente, el importe percibido de la aseguradora de la empresa. La sentencia de instancia ya habia descontado el importe de la pensión a percibir por la viuda del trabajador.

En este supuesto es inevitable hacerse una pregunta: Que importe hubiera percibido la viuda del trabajador de no tratarse de un accidente de trabajo, sino de un simple accidente de tráfico en el que hubiera intervenido culpa de un tercero, el propietario del  vehículo por ejemplo?  

3.- EL DAÑO Y SU VALORACION

La obligación de indemnizar es consecuencia de la producción de daños en la persona y/o el patrimonio material y moral del trabajador. Para que el trabajador pueda reclamar del empresario una indemnización por daños y perjuicios derivados de accidente de trabajo o enfermedad profesional, es preciso que se produzca un incumplimiento del empresario en materia de seguridad o salud y que este incumplimiento  le haya producido daños. Es decir que la indemnización se concibe como un mecanismo reparador de los daños producidos, esto es la expresión de la responsabilidad civil y el objetivo de la exigencia de responsabilidad civil del empresario no puede ser otro que  conseguir la reparación integra de los intereses del lesionado.
Así pues La existencia y realidad del daño es un requisito necesario para que surja la obligación de indemnizar.

La jurisprudencia de la Sala Social del Tribunal Supremo, en particular se puede citar la STS de 17.02.99 Ar. 2598., es clara y pacífica sobre la necesidad de evaluar los daños  derivados de un accidente de trabajo en su totalidad, tomando en consideración los daños y los perjuicios causados en el trabajador en toda su amplitud, es decir con inclusión de los daños materiales y los daños morales, y dentro de los primeros, hay que determinar el daño emergente y el lucro cesante, y todo ello en las esferas personal, laboral, familiar y social del trabajador, es decir valorando cada una de las parcelas de la vida del trabajador en las que se ha producido merma o para las que ha quedado inadaptado como consecuencia de las secuelas del accidente. 
En cuanto a la prueba de su existencia, ésta recae en el trabajador. (STS Justicia Catalunya de 29.01.01 JUR 2001\1694).

DAÑOS MATERIALES

Los daños materiales son aquellos que afectan a  los bienes patrimoniales del trabajador. Son los daños y perjuicios a que se refiere el articulo 1.106 del Codigo Civil que comprende:

a) El daño emergente  seria el  valor de la pérdida patrimonial sufrida,  que a su vez pueden ser daños patrimoniales directos o bien gastos que ha debido asumir el trabajador como consecuencia del accidente , necesidad de ayuda de terceras personas, transportes (perjuicios) . Los daños físicos que sufre el accidentado ya sean pérdidas anatómicas o funcionales, no afectan al patrimonio del trabajador en sentido estricto, por lo que algunos autores opinan que no se trataria de daños materiales sino de daños morales, pero no obstante lo que es indudable es que son daños que han de ser resarcidos o compensados, ya sea en una u otra categoria.

b) El lucro cesante seria el  valor de las ganancias o rendimientos que dejan de percibirse, la merma de ingresos como consecuencia del accidente que puede ser de carácter temporal por el periodo de recuperación de las lesiones durante el qual el trabajador esta impedido de poder trabajar,  o de carácter indefinido cuando se declara una situación de invalidez , o las pérdidas producidas por la necesidad de cambiar de profesion o de actividad , etc...  

DAÑOS MORALES

Son los daños de bienes relativos a la  esfera personal del trabajador. 

Aquí se incluyen el sufrimiento psíquico, el dolor en el ámbito de los sentimientos a causa de la separación de los seres queridos como consecuencia de la hospitalización necesaria para la curación , el dolor derivado de la propia dolencia física, la influencia de las secuelas del accidente en la vida de ocio, en la realización de deportes o de aficiones que el accidentado no va a poder volver a desarrollar, las cicatrices o secuelas en la imagen física y su incidencia en las posibilidades de relación,  teniendo en cuenta la edad, estado civil del accidentado, y cuestiones tan privadas como la repercusión de las secuelas físicas y psíquicas del accidente  en el nivel de auto-estima personal  del trabajador que lo ha sufrido. 

Al respecto recordar que la jurisprudencia ha establecido que se presume  la existencia de daños morales cuando se han producido daños materiales y físicos. Si bien en su valoración y cuantificación se aplican criterios restrictivos.
VALORACION DE LOS DAÑOS. 

Para establecer la cuantía de la indemnización hay que estar a cada supuesto concreto, puesto que hay que compensar por la totalidad de los daños y el importe ha de ser proporcional al daño sufrido por el trabajador. La valoración se ha de basar en la utilización de criterios objetivos. El primer problema surge por la dificultad evidente de valorar los daños sufridos debido a la  inexistencia de norma específica y en particular por la intrínseca dificultad de valorar los daños morales. No es facil otorgar un valor económico al dolor por la perdida de la salud, por la pérdida de un familiar, por los daños sufridos en la personalidad o por la pérdida de auto-estima  personal debido a una secuela física o estética. 

En todo caso esta claro que en la valoración del daño existe un importante margen de libertad del Juez de instancia siempre que utilice criterios objetivos en la valoración y lo que es aún más importante, motive la valoración efectuada. 

Es obligado motivar la decisión respecto a la valoracion de los daños (art. 218.2 de la LEC  y 97.2 de la LPL) y es una garantia para el justiciable , en concreto la fijación de los criterios utilizados permite la revisión en suplicación cuando el magistrado se aparta de dichos criterios o los aplica de forma incorrecta o desproporcionada. La motivación por otra parte limita al menos en teoria,  la posibilidad de revision en suplicación de la cuantía indemnizatoria fijada, por tratar-se de una cuestión fáctica, según  el criterio del Tribunal Supremo en STS de 17 de febrero de 1999, en la que se afirma que ” la determinación concreta de la cuantía indemnizatoria es una cuestión de hecho o de valoración de la prueba ajena al objeto del recurso”.

APLICACIÓN DEL BAREMO DEL SEGURO DE VEHICULOS A MOTOR.
Se utiliza con frecuencia  para determinar las indemnizaciones por responsabilidad civil del empresario derivada de accidente de trabajo, la Disposición Adicional 8ª de la Ley 30/95 de 8-11 de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados que añadió un anexo a la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehiculos a Motor,  y que regula el sistema de valoración de daños y perjuicios causados a las personas en accidente de circulación, es decir el llamado “Baremo”. 

La utilización del baremo citado con unas tablas que incluyen tambien los daños morales,  simplifica la evidente complejidad a que he hecho referencia y es un instrumento que puede ser útil según ha convenido la jurisprudencia, aunque NO ES de utilización obligatoria  sino que sus criterios son aplicables de manera analógica y con caràcter orientativo , según se ha establecido por el Supremo,  Sentencia de 17.02.99 (Rec. 2085/1998) y según criterio unánime de los T. Superiores de Justicia. (STSJ CATAL 17.02.04 JUR 2004 \95777).  

Sobre la utilización del baremo en el àmbito de los riesgos laborales hay opiniones en la doctrina científica dispares,  y junto a algunos que resaltan sus aspectos positivos, otros consideran que las indemnizaciones tasadas tienen fundamentalmente dos beneficiarios, el deudor que ve limitada su responsabilidad patrimonial y el órgano judicial que ve simplificada su labor , no obstante la utilitzación de las tablas de que fijan los distintos importes indemnizatorios tiene carácter potestativo y en la práctica también se utilizan los informes actuariales con el càlculo de los daños y perjuicios causados en relación con la pérdida de ingresos o lucro cesante. 
También es posible la utilización del baremo como mínimo del que se parte y si se demuestran perjuicios de superior cuantía, se puede imponer una indemnización “al alza”, lo cual es posible pero no exento de riesgos. 

En la aplicación del baremo con frecuencia se utilizan los valores vigentes en el momento de producirse el accidente, pero no obstante considero interesante reflejar el criterio de  la Sala Civil del Tribunal Supremo en su Sentencia de 22.09.04 , Rec. 4058/1998, según el qual se han de tomar los valores correspondientes al momento que se fija la indemnización en sentencia, que argumenta en base a que al tratarse de una deuda de valor,  han de aplicarse los criterios valorativos vigentes en el momento. Esta cuestión  puede adquirir cierta importancia  dado el tiempo que transcurre entre la fecha que se produce el accidente y la fecha en que tiene lugar el juicio y se fija la indemnización por responsabilidad civil, toda vez  que en muchas ocasiones es de varios años. 

Como se ha dicho nada impide a la parte solicitar y al juez fijar una indemnización distinta de las cuantías establecidas en el baremo de vehículos a motor,  fijándola según otras reglas,  que como hemos dicho se tendràn que explicar y motivar. En la practica si no se utiliza el baremo de forma analógica, es importante establecer los criterios y razones aplicados de manera suficiente y adecuada en la sentencia para que ésta se “sostenga” en este aspecto, pues de lo contrario resulta más vulnerable al facilitar la revisión de la cuantía  suplicación.

En la fijación del quantum indemnizatorio y la utilitzación del baremo de vehículos a motor, se siguen criterios diversos por los Tribunales Superiores de Justicia.
PAIS VASCO

Si se opta por la aplicación del baremo de vehículos a motor por parte del Juez, hay que tener en cuenta que en suplicación se puede revisar la correcta aplicación del mismo, de acuerdo con los criterios seguidos por el Tribunal Superior de Justicia de que se trate. 
En este sentido es ilustrativa la sentencia del Tribunal Superior de Justicia del Pais Vasco de 5.09.06  Rec, nùm. 1112/06,  que estima en parte el recurso de suplicación de la empresa contra la sentencia del Juzgado de lo Social 1 de San Sebastian la qual revoca en parte, rebajando la indemnización de daños y perjuicios de 75.783,91 euros a 38.426,06 euros,  como consecuencia de considerar que el magistrado de instancia al aplicar el baremo anexo a la Ley de Circulación de Vehiculos a motor , lo ha hecho de forma incorrecta puesto que se ha apartado de los criterios que la Sala tenia fijados en sentencias anteriores. (Sentencias de 12.09.00 Rec. 915/00 ;  30.04.01, Rec. 16/01; 03.07.01, Rec. 759/01;  09.10.01, Rec. 1459/01; 12.11.02,  Rec. 1677/02; las de  30.12.02,  Rec. 2462/02 y 2099/02; 28.01.03 Rec. 2632/02. )

La Sala Social del Pais Vasco, tiene establecido un sistema para la cuantificación de la indemnización en base a la aplicación del baremo citado que tiene en cuenta lo siguiente: 

La compensación de la prestación de la seguridad social por reconocimiento de un grado de invalidez permanente por secuelas sufridas consiste en no dar cantidad alguna como factor de corrección por tal concepto. 

Los dias de baja laboral se indemnizan con el importe asignado en el baremo a los dias de baja no impeditiva, ya que la parte estrictamente reparadora de la perdida de salario quedaría compensada con la prestación de seguridad social,  y en el caso de ingreso hospitalario,  se incrementa su importe con la diferencia entre el importe de la baja hospitalaria y la baja laboral no hospitalaria del citado baremo.

Las mejoras de seguridad social derivadas del accidente se descuentan íntegramente. 

No se compensa el recargo debido a la falta de medidas de seguridad. 

La culpa del trabajador en el accidente se valora con arreglo a los criterios previstos en la normativa especifica (anexo) y por tanto se reduce el derecho al resarcimiento a cargo del empresario  en la parte correspondiente a la participación del accidentado
CASTILLA Y LEÓN 

Considero interesante citar  la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y Leon, sede Valladolid,  de 24.01.00 (Rec. 2068/06) en la que se defiende el establecimiento de un suelo mínimo indemnizatorio  que necesariamente siempre habrá de reconocerse a la víctima de un accidente de trabajo,  y que no será compensable con las prestaciones de la S.S.  En el mismo sentido se habia pronunciado el TS Justicia de Cantabria en sentencia de 21.02.03 (Rec. 799/02).  Este núcleo indemnizatorio no compensable vendría determinado de manera que la indemnización después de descontadas las prestaciones de la Seguridad Social y otras compensaciones económicas percibidas por el afectado, no puede ser inferior en ningún caso a la indemnización resultante de aplicar el  baremo de valoración de los accidentes de circulación a una persona que por no estar incluida en el sistema de la Seguridad Social no tuviera derecho a prestación económica  alguna como consecuencia del accidente.  Argumenta la sentencia que  la indemnización por debajo de este límite mínimo supondria hacer de peor condición a los trabajadores que al resto de los ciudadanos  e implicaría una vulneración de los derechos fundamentales a la tutela judicial efectiva de la victima y a la vida e integridad física puesto que con la indemnización se pretende la compensación del  dolor, la perdida de la integridad fisica o psiquica o la salud.  

CATALUNYA

El Tribunal Superior de Justicia de Catalunya por su parte,  en general sigue la doctrina del Tribunal Supremo según la qual la fijación del importe de la indemnización es una cuestión que corresponde en principio al tribunal de instancia,  que ha de razonar y motivar adecuadamente su decisión, limitándose en este aspecto concreto a controlar que el quantum indemnizatorio sea razonablemente adecuado al perjuicio sufrido por el trabajador, y no se produzca una restitución superior al perjuicio.  No obstante hay que decir que no siempre es así,  dependiendo de los criterios de las diferentes secciones.

En general se sigue el criterio de deducir de la indemnización la cantidad correspondiente a las prestaciones económicas de la Seguridad Social  que se imputan a la parte de la indemnización destinada a compensar el lucro cesante. Por el contrario no se deduce el importe correspondiente al recargo de prestaciones. Así en sentencias de la Sala de 16 de febrero de 2002 y 30 de abril de 2003, en donde se razona que la indemnización judicialmente establecida a favor del trabajador accidentado resulta razonablemente adecuada al perjuicio irrogado al mismo; pues “con dicha indemnización no se compensa la pérdida de la capacidad de ganancia del trabajador, ya compensada con la … correspondiente a la Incapacidad Permanente (reconocida), sino los perjuicios causados en los ámbitos de la esfera sociofamiliar y de desarrollo personal del demandante”.
INTERESES  
Respecto a la aplicación del articulo 20 de la Ley 50/1980 de 8 de octubre de Contrato de Seguro, que establece el recargo del 20 % sobre el importe de la indemnización  desde la fecha del accidente hasta su pago, hay que decir  que la jurisprudencia reciente de la Sala Social ha establecido que  procede el pago de los intereses previstos en el articulo 20 de la Ley del Contrato de Seguro,  con cargo a las compañias aseguradoras de las pólizas de responsabilidad civil contratadas por las empresas,  desde la fecha de la  primera sentencia que determina la indemnización a pagar en concepto de daños y perjuicios. Procederá el pago de intereses aunque la cuantía que determine la sentencia sea menor que la reclamada. Sobre esta cuestión cabe destacar la sentencia del Tribunal Supremo de 14.11.00 RJ 20001\9641 RCUD 3857/1999.

4.- LA CUANTIFICACIÓN DE LA INDEMNIZACION Y LAS DEDUCCIONES EN ESPECIAL LAS PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL
.

La Sala Social del Tribunal Supremo en sus sentencies de 30.09.97 RJ 6853; de 2.02.98 RJ 3250 i de 17.02.99 EDJ 1999/6060 RJ 2598, ha establecido el criterio según el qual  como consecuencia del accidente de trabajo se produce un daño que hay que determinar y que dará lugar a una INDEMNIZACION UNICA, existiendo una sola RESPONSABILIDAD del empresario aunque concurra incumplimiento contractual (infraccion de normas legales o reglamentarias de prevención de riesgos) y otro incumplimiento de carácter extra-contractual debido a  la infracción del deber de seguridad del empresario. 

Una vez fijada la indemnización mediante la utilización analógica o orientativa del baremo de circulación de vehiculos a motor, o con otros criterios que se hayan utilizado en su caso, procede determinar si hay que descontar determinadas cantidades por los diversos conceptos que se analizan a continuación.

CONCURRENCIA DE CULPAS

En primer lugar la concurrencia de culpas en los casos en que los daños esten originados tanto por un incumplimiento del empresario como por un incumplimiento del trabajador. Esta concurrencia de culpas no excluye la responsabilidad del empresario pero sí que ha de dar lugar a una minoración de ésta teniendo en cuenta la  negligencia del trabajador y su incidencia en la producción del daño. 

Ha de quedar acreditada la existencia de una acción u omisión imputable a la víctima del accidente que pueda ser calificada de culposa o negligente y que interfiriendo en el curso causal de los hechos contribuya a la producción del resultado dañoso.  Se traduce en una distribución de responsabilidades que genera una compensación o moderación de la culpa empresarial y que encuenta su cobertura en el articulo 1.103 del Codigo Civil .  (STS de 31.12.97 Ar. 9195; STSJ Aragon de 6.03.97 Ar. 992 .

No obstante en la apreciación de la concurrencia de culpa del trabajador hay que ser forzosamente muy restrictivo,  ya que uno de los principios inspiradores de la legislación en materia de accidentes de trabajo es el de la protección del trabajador frente a sus propias imprudencias no temerarias  o exceso de confianza , tal como ha quedado normativizado en el articulo 15.4 de la Ley de Prevención de Riesgos  .

Es decir que el deber de seguridad del empresario incluye la adopción de las medidas de seguridad en las que ha de tener en cuenta la prevención de las distracciones o imprudencias no temerarias de los trabajadores, así como la obligación de vigilar que el trabajador utilice los medios de protección que se han puesto a su disposición. Hay que tener en cuenta que el poder de dirección del empresario se extiende a los incumplimientos del trabajador tambien en esta materia de prevención de riesgos, de tal manera que aún cuando la desobediencia del trabajador rebelde a usar los medios de protección o seguir las normas de prevención,  pudiera ser  sancionable como incumplimiento de las ordenes del empresario (articulo 5.b) i c)  del Estatuto de los Trabajadores en relación con los articulos 19.2.4 i 29 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales), en ningún caso desvirtúa el papel de garante de la integridad física de sus trabajadores que la normativa de prevención de riesgos laborales ha asignado de forma exhaustiva al empresario.

Sobre la responsabilidad del trabajador en la producción del accidente, un caso que tuvo resonancia pública cuando se vió en sede penal,   ilustra como la conducta de la víctima en ocasiones ha llevado al extremo de eliminar toda responsabilidad del empleador, partiendo de una visión de las relaciones laborales alejada por completo de la realidad del trabajo por cuenta ajena en nuestra sociedad. 

Se trataba de una obra en la que se realizaban los acabados y un trabajador se subió a un caballete para alcanzar la altura necesaria con  objeto de rejuntar las baldosas de un lavadero y al bajar del caballete,  perdió el equilibrio y cayó por la abertura de la fachada que carecia de cualquier medida de protección,  quedando tetraplégico. El empresario era conocedor de la inexistencia de  baranda o protección y  habia visto y hablado con el trabajador momentos antes del accidente. 

La sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona sec. 2ª de 2.09.03 (ARP 2003/619) revocó la condena dictada por el Juzgado Penal 1 de Mataró por delito de lesiones imprudentes y  por lo tanto también la indemnización por responsabilidad civil que habia fijado el Juzgado Penal,  porque atribuyò la responsabilidad del accidente al trabajador considerando que subirse a un caballete al lado del hueco de la fachada sin protección constituye  “una conducta clamorosamente imprudente”, y que de esta manera el trabajador habria aceptado “voluntariamente el riesgo de precipitarse en el vacío”.   

Con posterioridad,  el trabajador presentó demanda en reclamación de daños y perjuicios ante la jurisdicción social,  habiendo recaído sentencia de 29.07.05 del Juzgado Social núm. 2 de Mataró (Autos 666/04)  que declaró la responsabilidad empresarial exclusiva en la producción del daño,  fijando el derecho de la víctima-  de 39 años - a percibir una indemnización de 261.323,50 euros.  En la sentencia, que ha sido recurrida y en la actualidad todavía esta pendiente de resolución por el Tribunal Superior de Justicia, se argumenta entre otras consideraciones, que incluso en el ámbito penal se ha señalado por la jurisprudencia (STS de 5.09.01 RJ 8340) en un homicidio imprudente con infracción de medidas de seguridad, que “es un principio definitivamente adquirido en el ámbito de las relaciones laborales el de la protección del trabajador frente a sus propias imprudencias profesionales, principio que inspira toda la legislación en materia de accidentes de trabajo”, así como que de acuerdo con lo que establecen los articulos 19.1 del Estatuto de los Trabajadores y 14 de la Ley de Prevención de Riegos Laborales, el trabajador tiene la obligación de observar las medidas legales y reglamentarias de seguridad, pero según sus posibilidades,  sin que tenga ni la obligación ni la posibilidad de aportar los medios de protección ni la de organizar la prestación del trabajo de forma adecuada. La declaración de responsabilidad empresarial se basa en que el trabajador se limitó a ejecutar unas ordenes de trabajo en condiciones de falta de medidas de seguridad y el evidente reproche culpabilístico que merece la conducta del empresario, que habiendo incumplido las normas de seguridad  específicas sobre protección de huecos  y observando la situación de riesgo en la que estaba trabajando el actor, no tomó ninguna medida para evitar la actualización del riesgo de caída.

COMPATIBILIDAD DE RESPONSABILIDADES.

· Responsabilidad administrativa.
· Responsabilidad penal.

· Recargo prestaciones.

· Prestaciones de la Seguridad Social

Responsabilidad administrativa. Respecto de la responsabilidad administrativa del empresario por infracción de las normas en materia de prevención de riesgos,  no presenta problema en relación con la fijación de la indemnización por daños y perjuicios. La responsabilidad administrativa que se concreta en la imposición de una sanción pecuniaria con cargo al empresario y que tiene por destinatario la Administración,  es perfectamente y totalmente compatible con las demas responsabilidades que se puedan exigir del empresario por el mismo accidente, tal como establecen de forma expresa los articulos 123.3 , 127.3 de la LGSS y el articulo 42.3 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. La finalidad de la exigencia de responsabilidad administrativa es de tipo sancionador y persigue castigar la infracción a la vez que incentivar el cumplimiento de las normas sobre prevención de riesgos. Se impone con independencia de que como consecuencia de la conducta incumplidora de la empresa se hayan  producido daños o por el contrario no sea así (aunque se tenga en cuenta para la graduaciòn), por otra parte el sujeto receptor del importe de la sanción no es el trabajador,  sino la Administración. 

Responsabilidad penal.  
Por lo que respecta a la exigencia de responsabilidad penal derivada del accidente de trabajo, es independiente de la exigida en otros àmbitos ya que se opera sobre culpas distintas para enjuiciar las mismas conductas. Según la doctrina del Supremo y del Tribunal Constitucional,  la falta de responsabilidad penal no se traduce en la falta de responsabilidad en el ámbito social, existiendo asimismo independencia de uno y otro orden jurisdiccional para valorar la prueba (ST Constitucional 24/1983 de 23 de febrero y 36/1985 de 8 de marzo) . Por otra parte, como es sabido  el orden social es competente para conocer y decidir de las cuestiones previas y prejudiciales  de otros órdenes que esten directamente relacionadas con las cuestiones sobre las que tiene atribuida competencia, con excepción de las cuestiones prejudiciales penales basadas en falsedad de documento indispensable para dictar sentencia  (art.  4 de la LPL)  

La obtención de una  indemnización en via penal en concepto de responsabilidad civil derivada de delito, no impide que se pueda exigir responsabilidad ante el juzgado social por el mismo accidente de trabajo si se considera que no han sido debida y completamente resarcidos los daños y perjuicios causados, y en cualquier caso si se reclama por daños que ya han sido resarcidos, habrá de tenerse en cuenta la cantidad ya percibida en el orden penal para deducirla  en su caso del quantum indemnizatorio por el juez social.

Una cuestión a tener en cuenta es que, cuando se reclama indemnización por responsabilidad civil del empresario ante el juzgado social si con anterioridad se ha abierto la via penal,  se ha planteado y apreciado en algunos casos cosa juzgada material o litispendencia,  aplicando el articulo 421.1 en relación con el articulo 222 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,  lo que impide el pronunciamento del juzgado social. 

Sobre esta tema me parece  interesante comentar la  reciente Sentencia del TSJ de Catalunya de 24.05.06 (Rec. 6972/2005),  que considera de aplicación en estos casos  el articulo 111 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal,  cuando se presenta denuncia ante el Juzgado Penal con anterioridad a la presentación de la demanda de reclamación de responsabilidad civil ante el Juzgado Social. 

La citada sentencia revoca la del juzgado social y absuelve a los demandados en la instancia sin entrar en el fondo del asunto porque el  demandante con anterioridad a la presentación de la demanda habia presentado denuncia penal por un delito cntra los derechos de los trabajadores de los art. 316 y 318 del Codigo Penal y una falta de lesiones por imprudencia grave, sin haberse reservado las acciones civiles de los mismos derivadas.  
Es decir que mientras esté pendiente la acción penal no se ejercitarà la civil hasta que no se haya resuelto la penal o no se haya producido la reserva de acciones, ya que de otra forma el trabajador que ejercita simultáneamente la misma accion de resarcimiento de daños y perjuicios causados por una actuación de la empresa por la via penal y por la via social,  esta incurriendo en una duplicidad contraria a la prohibición del articulo 111 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Recargo de prestaciones de la Seguridad Social. 

Si nos remontamos a los antecedentes históricos de la protección por accidente de trabajo, vemos que en el año 1900 se establece un sistema de responsabilidad objetiva por riesgo que determinaba una indemnización tasada, que a la vez impedia al trabajador el  ejercicio de la acción civil de reparación del daño, por aplicación del principio de inmunidad,  el qual estuvo vigente por lo menos hasta el año 1.932; esta indemnización se completaba con el establecimiento de un recargo de prestaciones en caso de existir infracción de medidas de seguridad por parte del empresario, en términos de aquella época “ cuando carezcan de aparatos de precaución”.

De acuerdo con el articulo 123.3 de la LGSS,  el recargo de prestaciones es independiente y compatible con cualquier otra responsabilidad que pudiera derivarse de la infracción de medidas de seguridad. En aplicación del citado precepto,  así como de la naturaleza que se ha dado en llamar mixta del recargo, de carácter a la vez punitivo o sancionador e indemnizatorio,  la doctrina del Tribunal Supremo ha establecido que el importe percibido por este concepto  no será objeto de deducción  de la indemnización establecida. 

Esta doctrina viene siendo aplicada de forma pacífica,  a pesar del debate jurídico que se ha suscitado en torno a la naturaleza del recargo así como de posturas que cuestionan la procedencia de su mantenimiento, por lo que no entraré en más consideraciones.   

Prestaciones de la Seguridad Social.
La jurisprudencia de la sala social del Tribunal Supremo así como la doctrina de los Tribunales Superiores de Justicia,  se ha pronunciado a favor de la compatibilidad relativa o parcial de la responsabilidad civil  del empresario y las prestaciones de la seguridad social,  y en contra por lo tanto de considerar ambas responsabilidades como  independientes, es decir que las cuantías econòmicas de ambas, las prestaciones y las  indemnizaciones han de compensarse o deducirse.  ( STS de 17.02.99 Ar. 2598; de 10.12.98 Ar. 10501; de 18.02.02 Ar. 4358;  13.03.02 Ar. 5146; de 8.04.02 Ar. 6153; 23.04.02 Ar. 7852) (STSJ Madrid 30.04.02 JUR 2002\185823)  
La compatibilidad parcial o relativa se ha argumentado porque tienen por objeto la reparación de un mismo daño por el que se ha de determinar una UNICA CUANTIA INDEMNIZATORIA de la que se detrae lo percibido de la seguridad social, todo ello con la finalidad de EVITAR EL ENRIQUECIMIENTO INJUSTO DEL TRABAJADOR.

En la actualidad la deducción del importe de las prestaciones de la Seguridad Social se aplica de forma mayoritaria por los Juzgados y Tribunales Superiores de Justicia, si bien la forma concreta de realizar la deducción difiere, deduciéndose de la indemnización el capital coste de la prestación, o bien se opta por efectuar el descuento respecto de conceptos homogéneos.

En mi opinión en la práctica se configura la responsabilidad civil del empresario  como una responsabilidad residual que se limita a resarcir en lo que no alcanza la Seguridad Social.  Lo cierto es que nada justifica el carácter residual de la responsabilidad civil del empresario por los daños y perjuicios causados al trabajador ya sea por culpa contractual como consecuencia de dolo, negligencia o morosidad en las medidas de prevención de riesgos  del articulo 1.101 del Codigo Civil o por la  culpa extracontractual basada en el articulo 1902 del Codigo Civil , que obliga a reparar el daño con carácter general a todo el que por culpa o negligencia cause daño a otro.

La configuración del Sistema de Seguridad Social como un aseguramiento publico financiado con cargo a cotizaciones de las empresas y las reglas sobre responsabilidad empresarial en orden al pago de las prestaciones económicas de la Seguridad Social,  no permiten que la entidad gestora se resarza de los importes pagados al trabajador como consecuencia del accidente de trabajo,  excepto en los supuestos de incumplimientos del empresario en afiliación y cotización ( articulo 126 de la LGSS)  y por lo tanto  en alguna medida se produce un desplazamiento de las consecuencias de la culpa empresarial al Sistema, como consecuencia de la compensación de la indemnización por responsabilidad civil con las prestaciones otorgadas por la Seguridad Social al trabajador accidentado.

COMPATIBILIDAD DE LA INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD CIVIL DEL EMPRESARIO Y LAS PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

A pesar de que el criterio de la Sala Social del Tribunal Supremo se aplica de forma totalmente mayoritaria por los tribunales, la deducción de las prestaciones de la Seguridad Social del importe de la indemnización por daños y perjuicios ha sido y es objeto de polémica jurídica. 
En la práctica  y en más ocasiones de las que cabria suponer, dependiendo de los conceptos que se incluyan y de cómo se efectúe la cuantificación de la indemnización que se solicita,  si se descuenta el importe de las prestaciones de la Seguridad Social a que tiene derecho el trabajador o sus caushabientes, la cantidad resultante es mínima o incluso negativa,  de tal manera que siguiendo este criterio en estos casos se habria producido un enriquecimiento injusto del trabajador,  ya que el resarcimiento seria superior a los daños y perjuicios sufridos.  

En la actualidad los mecanismos de reparación que se activan mediante la protección de la Seguridad Social ante un accidente de trabajo,  tienen una finalidad reparadora de la disminución de rentas económicas, de la pérdida de salario o el incremento de gastos que se produce como consecuencia del accidente.

En la protección que otorga el sistema de Seguridad Social  tratándose de contingencias profesionales, deviene responsable siempre la entidad gestora o mútua colaboradora con la que la empresa tiene asegurado el riesgo profesional, incluso ante incumplimientos totales por parte del empresario, como son las situaciones de falta de alta y de falta de cotizacion. 

Este sistema de protección en esencia, es el mismo previsto para las situaciones de disminución de rentas o pérdida de salario que no se derivan de accidentes de trabajo sino de accidentes no laborales o enfermedades comunes,  si bien  con alguna diferencia  como las cuantías de la  prestación que pueden ser superiores en el caso de accidentes de trabajo. Conviene también recordar que en virtud de la universalización de la asistencia sanitaria ésta alcanza a todos los ciudadanos, con independencia de su situación con respecto al sistema de Seguridad Social.  
Por otra parte, el sistema de la Seguridad Social  de protección y reparación es un sistema público a diferencia del sistema privado de responsabilidad por daños, y  esta vinculado de forma directa con los mandatos constitucionales de los articulos 40, 41, 43, 49 i 50 de la Constitución Española. 

El artículo 40 citado, establece la obligación de los poderes públicos de promover la distribución equitativa de la renta personal entre los ciudadanos; el articulo 41 obliga al mantenimiento de un sistema público de seguridad social que garantice las prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad ; el articulo 43 en tanto reconoce el derecho de todos los ciudadanos a la protección de la salud y al acceso por tanto  a los servicios sanitarios para conseguir el restablecimiento de la misma como fundamento de la universalización de la asistencia sanitaria a la que se ha aludido y  el articulo 49 por su parte se refiere a la obligatoriedad de disponer de una política de previsión,  tratamiento y rehabilitación e integración de los disminuidos fisicos sensoriales y psiquicos.  

Es decir que con absoluta independencia de que exista algún tipo de responsabilidad del empresario i/o del trabajador o de terceros,  en la producción del daño, el trabajador que sufre un accidente de trabajo va a tener derecho a las prestaciones de asistencia sanitaria y a las prestaciones económicas de la seguridad social . Dichas prestaciones tienen por objeto la  asistencia del trabajador como ciudadano ante situaciones de necesidad y la protección de su salud,  así como los tratamientos de todo tipo incluida la rehabilitación y el amparo ante situaciones de disminución física  con objeto de que la disminución no le perturbe en el ejercicio de sus derechos como ciudadano.

El fundamento de las prestaciones de la Seguridad Social  y su finalidad no es otra que  evitar que el trabajador quede desasistido ante situaciones de necesidad al encontrarse  imposibilitado para trabajar o por tener que cambiar de actividad y ante la pérdida o menoscabo de su salud o su integridad física debido a las heridas , enfermedades y secuelas físicas o psíquicas que padece y ello con independencia de la causa que lo ha provocado. Por lo tanto no se puede afirmar que la finalidad específica de las prestaciones de la Seguridad Social sea la reparación o compensación del daño sufrido como consecuencia del accidente de trabajo.

El sistema de Seguridad Social no es mecanismo resarcitorio de la responsabilidad del empresario por el daño producido por riesgo profesional, no requiere en absoluto la previa existencia de responsabilidad,  y siempre nacerá el derecho a la asistencia aun cuando el trabajador fuera el única sujeto responsable del accidente sufrido.
Así pues,  que sentido tiene considerar deducible la cantidad percibida por este concepto de la cantidad que se fije en concepto de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad por culpa del empresario? 

Hasta que punto se puede considerar que existe un enriquecimiento injusto del trabajador de no deducir la capitalización de las prestaciones que previsiblemente va a percibir durante el resto de su vida ?

Conviene recordar que el régimen jurídico de las pensiones de incapacidad permanente permite como es sabido la revisión por mejoría o agravamiento de las lesiones,  de manera que puede darse el caso de que como consecuencia de esa revisión que se produce en aplicación de las normas específicas de la seguridad social,  un declarado beneficiario de la prestación de incapacidad deje de tener esta condición o se modifique su grado de incapacidad,  de manera que la prestación disminuye o desaparece.  En este caso si se ha descontado el capital coste de la prestación del montante de la  indemnización por responsabilidad civil por culpa del empresario,  nos encontraremos ante una merma de la indemnización que se ha producido al margen por completo de las reglas que rigen el nacimiento y la graduación de la responsabilidad civil. La indemnización que habia quedado fijada en el momento que las secuelas se consideran definitivas,  que como norma general coincide con  la  fecha de la sentencia que establece las lesiones, puede sufrir una disminución como consecuencia de los avatares en la aplicación de las normas de seguridad social. Evidentemente también puede ser revisado el grado de invalidez de manera que se incrementen las prestaciones pasando de una total a una absoluta o gran invalidez, pero en este caso en principio no afectaria a la indemnización que ya habria quedado fijada y percibida con anterioridad.

Asi pues el origen público,  la finalidad así como el régimen jurídico  de las prestaciones de seguridad social son distintos del origen finalidad y normas que rigen la  responsabilidad civil por daños y en consecuencia deberían ser perfectamente compatibles e independientes.
La persona que sufre un accidente de trafico y como consecuencia de sus lesiones es declarada en situación de incapacidad permanente por contingencia común tiene derecho a la prestación de la Seguridad Social y no se le deducen las cantidades de la pensión  del importe de la indemnización por responsabilidad civil que ha de pagar la compañia aseguradora o de la responsabilidad civil derivada de delito en su caso. La prestación de la seguridad social tambien tendrá una finalidad reparadora de la situación de necesidad derivada de la perdida de salario y no obstante no se deduce de la indemnización.  No se plantea en este caso el enriquecimiento injusto del ciudadano trabajador accidentado. 

No obstante, se argumenta que en todo caso coinciden al menos en parte, el daño emergente protegido por la responsabilidad civil  y por  la prestación de asistencia sanitaria de la Seguridad Social  así como el lucro cesante con la pensión o subsidio de la Seguridad Social.

Por lo que respecta al daño emergente, es indudable que la prestacion de la seguridad social no cubre por completo los daños emergentes. Así la asistencia sanitaria se da con los límites propios de las prestaciones de la seguridad social tanto a nivel economico como prestacional (tipos de protesis, sillas de ruedas, gruas para movilizar invàlidos), existiendo tratamientos o medicamentos  excluidos de la cobertura de la seguridad social,  toda vez que se han establecido por via reglamentaria las prestaciones del sistema nacional de salud. (RD 63/95   de prestaciones)

En cuanto al lucro cesante, la pensión no llega al 100 % de las rentas del trabajo ya que se calcula sobre unas bases condicionadas por la cotización en el momento del accidente, y  es sabido que las pensiones y subsidios son normalmente inferiores al salario dejado de percibir , ya que obviamente vienen determinados  tanto por los imperativos constitucionales de igualdad y solidaridad como por el conjunto de normas legales y reglamentarias  que configuran el bloque normativo de la seguridad social y asimismo están condicionadas por los propios recursos del sistema, además que tampoco cubre los incrementos salariales que establecen los convenios colectivos a los que tendria derecho el trabajador de no haber sufrido el accidente …. 
Es decir que además del carácter público, colectivo y garantizado constitucionalmente de la protección otorgada por la seguridad social, desvinculada  por completo de cualquier incumplimento de normas en materia de seguridad y salud, además digo, dicha protección tiene caràcter de mínimos, y esta sujeta a los cambios legislativos y reglamentarios que pueden afectar al contenido prestacional a lo largo de los años de vida del trabajador accidentado. 

Muy distinto es el supuesto de las indemnizaciones tasadas establecidas por los convenios colectivos (como el del sector de  la Construcción), siempre y cuando se hayan establecido con la finalidad o el objetivo de reforzar la responsabilidad del empresario ante el riesgo profesional, que según los criterios que se han expuesto serian deducibles de la indemnización por responsabilidad civil a cargo del empresario, pero no así las prestaciones de la Seguridad Social.

5.-  A MODO DE CONCLUSIONES

Más que conclusiones, a modo de elementos de debate, ideas o  cuestiones sobre las que profundizar:

Sobre los Apartados 1 y 2.- Por una parte nos encontramos en nuestro ordenamiento laboral con una profusión de normas de prevención de riesgos laborales a las que esta sujeto el empresario, normas que en algunos sectores, como en el  de la construcción, tienen un grado muy exhaustivo de pormenorización y concreción de las obligaciones o medidas a tomar y por el contrario,  el resarcimiento de los daños causados por los accidentes de trabajo que obtiene el trabajador de la Jurisdicción Social,  es muy inferior al que obtiene cualquier otra persona que sufre un accidente no laboral y acude a otra Jurisdicción que no es la Social.
Es un contrasentido que la protección que otorga la jurisdicción social no sea la más eficaz para la víctima de un accidente de trabajo. Se puede concluir que sólo con los articulos 1902 y 1903 del  Código Civil en la mano, la víctima del accidente de trabajo puede quedar  mas resarcida que con todas las normas sobre prevención del àmbito laboral. Es un resultado no querido por la norma ni buscado por el legislador,  que deberia hacernos  reflexionar.

Sobre el Apartado 3.- Seria conveniente profundizar sobre  si seria bueno disponer de un baremo específico a efectos de la valoración de daños derivados de accidentes de trabajo, al objeto de evitar la inseguridad jurídica actual,  que hace depender el montante de la indemnización en gran parte de la Jurisdicción ante la que se reclama, y dentro del orden social, de los criterios de cada Juzgado o Tribunal  que como hemos visto pueden ser muy dispares. En el marco de una  Ley Integral de Accidentes de Trabajo que legislara sobre los distintos aspectos del accidente de trabajo y las consecuencias que de él se pueden derivar, competencia, sanciones, recargos, resarcimiento del perjudicado… también podría caber el establecimiento de unos criterios orientadores o un baremo específico para la cuantificación de las indemnizaciones. 
Sobre el Apartado 4.- Sobre la concurrencia de culpas del trabajador en la producción del accidente,  constatar que se olvida a menudo que el legislador ha normativizado en el articulo 15 apartado 4 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales,  que el empresario  habrá de prever las distracciones o imprudencias no temerarias que pudiera cometer el trabajador. Que las obligaciones empresariales son más intensas que las que tiene toda persona de no dañar a otro, puesto que se derivan de la obligación preventiva consecuencia del contrato laboral ,  que constituye una obligación de medios que tiene su origen en la relación laboral por lo que el incumplimiento de la obligación de medios por el empresario generaría de por sí  la obligación de reparar los daños causados. Las obligaciones del empleador incluyen la obligación de vigilancia sobre la utilización por el trabajador de los medios de protección puestos a disposición del empresario. 
Sobre la responsabilidad penal derivada de accidente de trabajo, resaltar que de ejercitarse la acción penal hay que efectuar reserva de acciones civiles, o no se va a poder ejercer la acción penal y la acción civil en el Juzgado Social pidiendo la misma responsabilidad civil de forma paralela.

Sobre el recargo de prestaciones de la Seguridad Social, con  el articulo 123.3 de la LGSS en la mano, no es posible descontar el importe del recargo puesto que es independiente y compatible con todas las demás responsabilidades incluida por tanto la civil. Únicamente en el caso de disponer de un buen sistema de resarcimiento de daños por responsabilidad civil sin la problemática a que se ha hecho referencia,  podria entrarse en el debate sobre la procedencia de la institución del recargo.

Las prestaciones de la Seguridad Social no deberían descontarse del monto total indemnizatorio por responsabilidad civil del empresario,  puesto que no constituyen un mecanismo resarcitorio de la responsabilidad del empresario por el daño producido por riesgo profesional. 

Por su origen público, su  finalidad y régimen jurídico, las prestaciones de seguridad social son independientes de la eventual existencia de responsabilidad civil por culpa del empresario y en consecuencia deberían ser perfectamente independientes y compatibles con la indemnización por daños y perjuicios derivados del accidente de trabajo.

Por el contrario, los seguros colectivos establecidos en Convenios Colectivos en mi opinión si deberian descontarse,  puesto que participan de la naturaleza de resarcimiento por responsabilidad civil del empresario. 

Una cuestión que creo merece profundización y un debate específico, seria la responsabilidad civil del empresario derivada del accidente de trabajo en el sector de la construcción, ya que por una parte es el sector con  mayor índice de siniestralidad laboral, dentro de un contexto de subsistencia de índices de siniestralidad laboral indeseados,  a pesar de todas las normas que establecen obligaciones en materia de prevención de riesgos, tal como  reconoce el  Real Decreto 604/2006 de 19 de mayo que modifica el Reglamento de los Servicios de Prevención y el R. D. 1627/1997 de 24 de octubre de disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, y por otra por la previsible incidencia que tendrá la figura del “trabajador autónomo dependiente” en un sector en el que además de la multitud de empresas contratadas y subcontratadas,  en la actualidad ya son legión los trabajadores autónomos.  
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